ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / MUERTE DE CIVIL / MUERTE DE CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / DERECHO A LA VIDA / DERECHOS FUNDAMENTALES / DERECHO CONSTITUCIONAL / ANTIJURICIDAD DEL DAÑO / DAÑO ESPECIAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL / ACREDITACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / EXISTENCIA DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO COLOMBIANO
[S]e encuentra acreditada la existencia de un daño antijurídico, consistente en la muerte de la señora (...), frente al cual, los miembros de su familia no estaban en la obligación de soportar, toda vez que el ordenamiento jurídico no se los imponía, comoquiera que la vida es un derecho fundamental inviolable conforme al lineamiento del artículo 11 de la Constitución. En efecto, la antijuricidad del daño va encaminada a que no sólo se constate la materialidad y certidumbre de una lesión a un bien o interés amparado por la ley, sino que, precisamente, se determine que la vulneración o afectación de ese derecho contravenga el ordenamiento jurídico, en tanto no exista el deber jurídico de tolerarlo. En el caso concreto, se tiene que el daño padecido por los demandantes, es antijurídico, puesto que, se trata de un detrimento que el ordenamiento jurídico no los obliga a soportar. (...) Así las cosas, está plenamente demostrado que en el sitio donde murió la señora (...) se presentó un enfrentamiento armado, con ráfagas de fusil, lo que permite inferir que las heridas mortales fueron ocasionadas por una bala de fusil de las disparadas en el enfrentamiento (...) en el municipio de Tame, Arauca, es decir, hay una conexión cierta entre la acción de la fuerza pública, al repeler el ataque guerrillero, y la muerte de (...), quien debió soportar una carga desigual con respecto al resto de los ciudadanos. Así las cosas, se tiene que los hechos narrados en la demanda y demostrados en el proceso son propios de los eventos del daño especial, cuyo fundamento se encuentra en la equidad y en la solidaridad, surgiendo así, la obligación de reparar los daños que tienen la característica de ser anormales y excepcionales, y que los ciudadanos no tienen la obligación de soportar en cuanto se les impone una carga desigual.

DEMOSTRACIÓN DE ESTADO CIVIL / REGISTRO CIVIL / REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO / ACTOS QUE DEBEN SOMETERSE A REGISTRO CIVIL / VALOR PROBATORIO DEL REGISTRO CIVIL / PARTIDA ECLESIÁSTICA DE BAUTISMO / DECLARACIÓN DEL TESTIGO / PRUEBA SUPLETORIA / ESTADO CIVIL
[L]a Ley 92 de 1938, que estableció la posibilidad de suplir la falta de la prueba principal del nacimiento, -registro civil-, con pruebas supletorias como la partida de bautismo; declaraciones de testigos relacionadas con los hechos constitutivos del estado civil o en su defecto, por la notoria posesión del estado civil. Posteriormente a la normativa señalada, se expidió el Decreto 1260 de 1970, estatuto del registro del estado civil de las personas, y allí se determinó, en el artículo 105, que: “Los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas ocurridos con posterioridad a la vigencia de la ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos”. Por tal razón, es posible que la prueba de los nacimientos anteriores a la vigencia del Decreto 1260, sea el folio del registro civil de nacimiento o la partida de bautismo (...)

FUENTE FORMAL: LEY 92 DE 1938 / DECRETO 1260 DE 1970
PERJUICIO MORAL / ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PRESUNCIÓN DE DAÑO MORAL / PRESUNCIÓN DE PERJUICIO MORAL / PROCEDENCIA DEL PERJUICIO MORAL / RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MORAL / GRADO DE PARENTESCO / SISTEMA DE REGLAS DE LA EXPERIENCIA / DEBERES DEL JUEZ
En relación con el perjuicio moral, la Sala de manera reiterada ha señalado que este tipo de daño se presume en los grados de parentesco cercanos, puesto que la familia constituye el eje central de la sociedad en los términos definidos en el artículo 42 de la Carta Política. De allí que, el juez no puede desconocer la regla de la experiencia que señala que el núcleo familiar cercano se aflige o acongoja con los daños irrogados a uno de sus miembros, lo cual es constitutivo de un perjuicio moral. En ese orden de ideas, habrá lugar a reconocer, vía presunción de aflicción, perjuicios morales a favor de los demandantes quienes ostentan la condición de hermanos de la víctima, de conformidad las partidas de bautismo, (...) Así las cosas, como en el sub judice la demandada no desvirtuó la presunción de aflicción, habrá que decretar el perjuicio solicitado, según el arbitrio judicial, para lo cual es imprescindible tener en cuenta la naturaleza y la gravedad de la lesión, razón por la cual se asignarán los porcentajes, para cada uno de los demandantes.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre este tema, ver sentencias del Consejo de Estado, Sección Tercera: de 15 de octubre de 2008, exp. 18586, de 13 de agosto de 2008, exp. 17042, y de 1º de octubre de 2008, exp. 27268.
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN C
Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO
Bogotá D. C., veintiséis (26) de marzo de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 07001-23-31-000-2002-00135-01(27951)

Actor: LUIS ENRIQUE YANGUMA MONTILLA Y OTROS
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por los demandantes contra la sentencia del 20 de mayo de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, en la que se negaron las súplicas de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. En escrito presentado el 24 de enero de 2002, los señores: Luis Enrique, Sebastián y Héctor Alirio Yanguma Montilla, actuando en nombre propio y por intermedio de apoderado judicial, solicitaron que se declarara patrimonialmente responsable a la Nación -Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, por la muerte de su hermana, Deyanira Yanguma Montilla, en hechos ocurridos el 5 de noviembre del 2000, en el municipio de Tame, Arauca. 

En consecuencia, deprecaron que se condenara al pago, por concepto perjuicios morales, a la suma de doscientos salarios mínimos para cada uno. 
2. Como fundamento de sus pretensiones, narraron que en la fecha y municipio indicados, se presentó un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y un grupo de guerrilleros al margen de la ley, en el que falleció la señora Deyanira Yanguma Montilla.

3. La demanda fue admitida, en auto del 30 de enero de 2002, y notificada en debida forma a la entidad demandada y al Ministerio Público. 

El Ministerio de Defensa, Policía Nacional, contestó la demanda mediante escrito del 1° de abril de 2002, sin embargo, como el abogado no tenía poder para actuar en el proceso, el a-quo la tuvo por no contestada (fl. 54 cdno. No. 1). Contra esta decisión la entidad interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación. Como se confirmó, se concedió la apelación ante esta Corporación, quien en auto del 15 de noviembre de 2002, lo rechazó por improcedente (fl. 68 cdno. No. 1).

4. Concluida la etapa probatoria, iniciada por auto del 27 de mayo de 2002, y sin haberse celebrado audiencia de conciliación, se corrió traslado para alegar. La entidad demandada guardó silencio.
El apoderado de los demandantes en esta oportunidad se refirió a la validez de las actas de bautismo que se aportaron para acreditar el parentesco entre la víctima y los demandantes. Para el efecto, señaló que estos documentos no fueron desconocidos ni tachados de falsos por la entidad demandada. En cuanto a la imputación del daño, reiteró que debía declararse la responsabilidad de la entidad bajo el régimen de daño especial.

El Ministerio Público por su parte, solicitó que se denegaran las súplicas de la demanda en consideración a que se había configurado una falta de legitimación en la causa por activa. En su criterio, los demandantes no acreditaron el parentesco con la víctima en los términos del Decreto-Ley 1260 de 1970, puesto que las partidas de bautismo que se aportaron, no eran pruebas supletorias del registro civil de nacimiento, conforme a lo establecido en la ley 32 de 1938. En ese sentido, indicó:

“(…) Aunque el daño antijurídico representado en la muerte violenta de la señora DEYANIRA YANGUMA MONTILLA, se encuentra demostrado con el registro de defunción visto a folio 34 de cdno. no. 1, entre otros, así como con el acta del levantamiento del cadáver vista a folios 123 a 125 del cuaderno No. 2, e igual sucede respecto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se produjo el deceso de la infortunada mujer donde examinado el acervo probatorio encontramos documentos oficiales, protocolo de necropsia, declaraciones e informes de servidores públicos incluida la propia autoridad militar a través de los cuales se comprueba fehacientemente la causación de este daño, así como los pormenores que lo rodearon, la verdad es que al no encontrase debida y legalmente acreditada la legitimidad por activa de los actores, atendiendo el principio de economía procesal, consideramos innecesario referirnos a los aspectos relacionados con la imputabilidad y la responsabilidad de índole patrimonial que por estos hechos podría caberle a la administración representada en su la (sic) fuerza pública, más propiamente de la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional, examen probatorio que si efectuamos frente a demandas que por los mismos hechos han sido tramitadas ente este mismo Tribunal y donde aparecen como actores otros consanguíneos de la víctima”. –fl. 95 cdno. No. 1.-
II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

En sentencia del 20 mayo de 2004, el Tribunal Administrativo de Arauca negó las pretensiones de la demanda. Para el efecto consideró que si bien, se encontraba acreditado el daño y la imputación, no se probó debidamente el parentesco entre la víctima y los demandantes, motivo por el cual no podía aplicarse la presunción de aflicción para el reconocimiento de los perjuicios morales solicitados en el libelo demandatorio.

Entre otros aspectos, el a-quo puntualizó lo siguiente: 


“ (…) Ocurre que en el caso presente no se probó debidamente el parentesco, luego mal pueden presumirse los perjuicios morales, con el agravante de que los hermanos reclamantes son mayores de edad, lo que, aún que hubieran comprobado el parentesco con los registros civiles, les hubiera impuesto comprobar el dolor sufrido, y si reparamos las declaraciones recibidas en ningún momento podemos afirmar que tal aflicción o dolor quedó comprobada pues las mismas están casi referidas al entorno familiar u hogar de la fallecida y algunos hermanos menores, más nunca quienes acá aparecen reclamando. Tal entorno familiar, está exclusivamente referido a SEBASTIAN YANGUMA (padre) ROSA EMILIA MONTILLA (madre); ROSA ARELY, JORGE y ERLYDE (hermanos); JHON MARVI y JARVINSON RAMIRO como hijos de la occisa, más el compañero permanente de la misma MARTINIANO GUACHE”. -fls. 108 cuad. Ppal.-

III. RECURSO DE APELACIÓN

1. Inconforme con la decisión, el apoderado de los demandantes interpuso recurso de apelación, para que se revocara el fallo de primera instancia, y en su lugar, se atendieran las súplicas de la demanda al encontrarse acreditado que la muerte de Deyanira Yanguma ocurrió durante un enfrentamiento entre la Policía Nacional y guerrilleros al margen de la ley. En cuanto al parentesco y sufrimiento de los hermanos mayores de la víctima, señaló que no compartía el razonamiento expuesto por el Tribunal, pues considera que en términos sociológicos y sicológicos, los hermanos, además del vínculo sanguíneo, crean un vinculo afectivo al interior del hogar en razón de las relaciones de cercanía y afecto durante la crianza, que hacen posible presumir el dolor y la aflicción cuando uno de ellos sufre un daño. 

2. La apelación se concedió el 18 de junio de 2004 y, esta Corporación, en proveído del 30 de septiembre siguiente, la admitió. Durante el término para alegar de conclusión, los demandantes y el Ministerio Público guardaron silencio.

Por su parte, el Ministerio de Defensa, Policía Nacional, solicitó la confirmación de la sentencia impugnada, al considerar que no había prueba de la calidad en la que actuaron los demandantes, agregando que el daño fue causado por un tercero, lo que la exime de responsabilidad.

IV. CONSIDERACIONES

1. Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por los demandantes, contra la sentencia del 20 de mayo de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, en un proceso con vocación de doble instancia
.
2. Con fundamento en las pruebas que obran en el proceso se encuentran demostrados los siguientes hechos.

2.1. Registro civil de defunción que da cuenta de la muerte de Deyanira Yanguma Montilla, el 5 de noviembre de 2000, en el municipio de Tame, Arauca como consecuencia de un“shock hipovolémico”. (fl. 34 cdno. No. 1)

2.2. Copia del acta del levantamiento del cadáver de la señora Deyanira Yanguma Montilla, con fecha del 6 de noviembre de 2000. Sobre el lugar del levantamiento y las características de las heridas, se indicó lo siguiente: 

“En Tame (Arauca), a las cinco (06) (sic) días del mes de noviembre de dos mil, siendo las 7:15 horas, el suscrito Fiscal único Seccional en asocio del Inspector de Policía, señor JAVIER ZEHIR SARMIENTO PÉREZ, se trasladaron hasta la calle 19 No. 11 – 55, barrio 20 de julio de esta localidad, en donde es requerida la Fiscalía para efectos de realizar el levantamiento del cadáver de una persona, y llegados al sitio se encontró los siguiente (sic):

“Se trata de un inmueble con nomenclatura No. 11 – 55, con dos puertas de acceso, color rojo, esta comunica con una sala de aproximadamente 8 mts de frente por 3 mts de fondo, seguidamente hay una puerta que comunica con un corredor, entrando a mano izquierda se encuentran dos habitaciones y la cocina ubicada al final de la construcción, luego sigue un solar de unos 15 mts de fondo, que se observa con vegetación; la vivienda es de piso de cemento y techo de zinc. Al ingresar se puede evidenciar huellas de impactos en la pared, así mismo en el techo de la casa. En la calle, a tres metros de la puerta de entrada se encuentra el cadáver de una persona de sexo femenino, así: 

“NOMBRE DEL OCCISO: DEYANIRA YANGUMA MONTILLA

“EDAD:                         29 AÑOS

“NACIDO:                     22 de octubre de 1971 en Tame (Ar)

“IDENTIFICACIÓN:        68.304.829 de Tame

“ESTADO CIVIL:            Unión libre con Martiniano Guache Capera

“PROFESIÓN:                Hogar

“ESTUDIOS:                  Primero primaria

“RESIDENTE:                 En la vivienda antes descrita

“Fecha y hora de la muerte: Noviembre 5 de 2000, a las 16:30 horas aproximadamente.

“Descripción del lugar de los hechos: Casa habitación ubicada en la calle 19 No. 11 – 55, en donde habita la familia YANGUMA MONTILLA, descrita anteriormente.

“Orientación y posición del cadáver: Artificial: pies al norte, cabeza al sur, decidió de cúbito dorsal; extremidades superiores o inferiores en extensión, cabeza centrada.

“Descripción morfológica: Mujer de aspecto adulto, estatura 1:65 mts, aproximadamente; cabello largo, abundantes, color castaño oscuro; frente baja; cejas poblada, separadas; ojos medianos, iris oscuro; pestañas lisas, largas; nariz chata; boca y labios medianos; dentadura natural, completa; mentón agudo, cuello corto; contextura mediana; piel trigueña media.

“Condiciones climáticas del sitio de los hechos: Aproximadamente 28 grados, tiempo seco, iluminación buena, el cadáver se encontraba en la calle, cerca al andén de la casa mencionada.

“Prendas de vestir y objetos encontrados: Objeto no se encontró ninguno. Viste blusa estampada, sudadera azul clara; brasier (sic) verde claro, blúmer verde oscuro.

“Descripción de las heridas: 1) Herida en la región escapular lado derecho de 1 cms de diámetro. 2) Herida abierto de 3 cms x 2 cms, en el brazo derecho, parte interna, articulación del codo. 3) Orificio circular de 0.5 mm en el antebrazo izquierdo, parte interna.

“Posible manera de muerte: Violenta, ocasionada por heridas con arma de fuego.

“Presuntos agresores: Se conoce que la persona fallecida era moradora de la vivienda, y se menciona que la señora murió en el cruce de disparos al querer salir de la vivienda, quedando su cuerpo en la puerta de acceso de la vivienda, pero posteriormente fue movida por sus familiares a la calle, cerca al anden (…)”. Fls. 123 y 124 cdno. Pruebas.-
2.3. Copia del informe de los hechos realizados por la Estación de Policía de Tame, Arauca, con las siguientes observaciones:

“Respetuosamente me permito informar a mi Coronel los hechos ocurridos el día de ayer cinco (5) de noviembre del presente año, siendo las 11:40 horas, cuando se recibió una llamada vía telefónica, por un particular que se reservó su identidad, manifestando que en el barrio 20 de julio se encontraba un guerrillero al parecer en estado de embriaguez, en la vía pública de la calle 19 entre carreras 11 y 12, quien se encontraba uniformado de camuflado y portaba armamento de largo alcance (fusil). Inmediatamente se dispuso una patrulla para verificar dicha información, la cual salió al mando del señor subintendente JOSÉ EDGAR ESPINOSA SÁNCHEZ y conformada por SI. WILMAN ALBERTO PULIDO CORTÉS, SI. RUBELIO HUMBERTO CARDONA MANJARRES, SI. FREDY FAJARDO ORTEGA. PT. WILSON NEIRA CORREDOR, PT. OSCAR CASTELLANOS CUCHIMAQUE, una vez en el barrio se trató por todos los medios de corroborar la información, estando en esa actividad se estableció comunicación con el señor comandante de Guardia de la Estación, donde manifestaba haber recibido una llamada donde informaban que el guerrillero se encontraba sobre la calle 19 con carrera 11 y 12 en la casa de la familia YANGUMA, se optó por indagar con los vecinos del lugar sin obtener respuesta alguna, por lo que se procedió a solicitar permiso para ingresar a algunas viviendas sin hallar novedad, en el momento que se disponía la patrulla a retirarse del lugar, hizo presencia una tropa del batallón de Ingenieros Rafael Navas Pardo del Ejército Nacional, por este motivo se coordinó con el ejército un desplazamiento de observación por el sector, y cuando eran las 13:45 horas se ingresó nuevamente a la vivienda que hacían referencia en la citada llamada, revisando el solar minuciosamente se observó a un sujeto que vestía camuflado con boina, quien al anotar la presencia de los uniformados reaccionó violentamente disparándoles, hiriendo de esta forma al señor Subintendente FAJARDO ORTEGA FREDY, dando así lugar al intercambio de disparos repeliendo esta acción para tratar de cubrir y evacuar al policial herido, en el momento que se le está presentando ayuda al herido para su evacuación el señor Patrullero NEIRA CORREDOR WILSON ES HERIDO es alcanzado y herido por causa de unos disparos del insurgente, al igual que la señora DEYANIRA YANGUMA MONTILLA, CC 69’304.829 de Tame, que fue herida de muerte, quien estaba en la vivienda y cuando trataba de salir alcanzó dar aviso a un soldado, de que adentro se encontraban dos guerrilleros, seguidamente es evacuado el policial para su atención médica y se toman todas las medidas pertinentes de seguridad para dar con la aprehensión del subversivo tratando al máximo de persuadirlo a lo que este respondió con granadas y ráfagas de disparos, internándose entre los otros solares de las viviendas aledañas, en este mismo instante fue hostigada desde otra vivienda a un personal del ejército y de la policía que llegamos a apoyar desde la carrera 12 entre calles 18 y 19 al mando del suscrito JESÚS MARÍA BARRERO VARGAS con diez policiales más, a lo que se pudo establecer de que se trataba de más de un subversivo, de esta forma se dejó el dispositivo de seguridad que constantemente fue objeto de hostigamiento por disparos y granadas, pasadas aproximadamente tres horas, se dispuso un desplazamiento conformado por unos policiales al mando del señor Subteniente JOSÉ EDGAR ESPINOSA SÁNCHEZ,  quienes ingresaron al lugar, con el apoyo del ejército para dar con la ubicación y captura de los insurgentes, en el momento de su ubicación la patrulla optó por todos los medios de persuadir al guerrillero que se entregara, pero este respondió con disparos obligando así repeler su ataque, perdiendo de esta forma las vidas de los señores policiales Subteniente JOSÉ EDGAR ESPINOSA SÁNCHEZ, Y Subteniente JULIO CÉSAR CÁRDENAS OSORIO, en esta misma acción se dio de baja al subversivo.

“Debido a los continuos ataques que se presentaron por parte de los subversivos que se ubican en diferentes lugares, en el momento que se dio de baja al subversivo los policiales observaron que en el recinto donde se ubicaba se encontraban varios proveedores para AK-47 además se encontraba un camuflada (pantalón, guayabera, camiseta, boina y botas de caucha), seguidamente se procedió a quitarle un fusil AK-47 de serie 2 C JAA 68910, este armamento fue llevado a la estación de policía. Los policiales caídos fueron inmediatamente evacuados del lugar, el subversivo y la señora fueron dejados en el lugar por medidas extremas de seguridad, para continuar con sus pertinentes diligencias, hasta que la situación fuera controlada…” Fl. 53 cdno. Pruebas.-

2.4. Durante la investigación preliminar adelantada por los hechos en los que fallecieron dos miembros de la Policía Nacional y la ciudadana Deyanira Yanguma, el 5 de noviembre de 2000, en el municipio de Tame, Arauca, el Subcomando Operativo de la Policía Nacional del Departamento de Arauca, decidió:

“(…) A través de la investigación se estableció que para la fecha del 051100, a eso de las 11:40 se recibió una información que daba cuenta de la presencia de subversivos uniformados en la calle 19 entre carreras 11 y 12, por lo cual personal adscrito a la Estación de Policía Tame, salió a verificar dicha información, al llegar al lugar y realizar la búsqueda entre las casas del sector, se presentó un enfrentamiento con los subversivos que se escondieron en los solares de la misma, allí resultó herido el señor Subintendente FAJARDO ORTEGA FREDY, Patrullero NEIRA CORREDOR WILSON, muertos los señores Subintendente JOSÉ EDGAR ESPINOSA SÁNCHEZ y Subintendente JULIO CÉSAR CARDENAS OSORIO,  la señora DEYANIRA YANGUMA MONTILLA, se dio de baja a un subversivo y se recuperó un fusil AK-47.

(…)

“Quedó demostrado una vez más y en esto ayuda la declaración del señor ERILDE YANGUMA MONTILLA, como los subversivos siguen violando el derecho internacional humanitario y ponen en peligro la vida de civiles al utilizar una residencia como refugio y trinchera, para evadir la acción policial y disparó contra miembros de la fuerza pública, y que además se debió utilizar material de guerra para contrarrestar su acción y restablecer el orden. En dicha acción perdió la vida la señora DEYANIRA YANGUMA MONTILLA.

“Una vez en el lugar y ante la situación bélica mostrada por los insurgentes que fueron delatados por la comunidad, igualmente se considera, que el personal policial actuó acorde con las circunstancias como caso fortuito y de fuerza mayor, pues debieron entrar a una residencia donde se encontraban elementos subversivos, utilizando los medios puestos para el cumplimiento de su deber constitucional.

“Analizando el acervo probatorio, este comando considera que no hay mérito para endilgar responsabilidad en el campo disciplinario a ninguno de los integrantes de la Estación de Policía Tame, pues en todo momento actuaron de acuerdo como se presentaron las circunstancias de modo, tiempo y lugar, haciendo las coordinaciones y tomando las acciones. Y a pesar de los resultados funestos, por la pérdida de vidas humanas, en situaciones como la narrada anteriormente, son los riesgos a que se ven sometidos diariamente las personas que escogen el ejercicio de la actividad policial.

“Cabe agregar, que este hecho como en muchos, cada vez que se va a la ofensiva, se arriesga en talento humano, medios técnicos, y el costo que se paga es alto, para procurar el cumplimiento del deber constitucional, que corresponde a los miembros de la Policía Nacional.

“También hay que resaltar la valentía del personal que participó en los hechos, pues enfrentaron la situación yendo de frente a pesar del peligro que corrían en situaciones adversas por la ubicación estratégica y táctica que adoptaron los insurgentes, pues atrincherados, esperaban la aparición de los policiales para disparar contra ellos.

“Sin entrar en más consideraciones por no crearlas necesarias, de acuerdo con lo anterior, se debe tener en cuenta con lo anterior, se debe tener cuenta lo preceptuado en la ley 200/95, artículo 23 DE LA JUSTIFICACIÓN DE LA CONDUCTA, Numeral 1. Por fuerza mayor o caso fortuito, NUMERAL 2 “En estricto cumplimiento de un deber legal”. Y en consecuencia ordenar el archivo definitivo de las presentes diligencias aplicando lo establecido en el artículo 151. Pues quedó demostrado que los gendarmes del orden de la Estación de Policía Tame, actuaron ante la información recibida, en cumplimiento a su deber constitucional y ya en el lugar de los hechos el caso se atendió de acuerdo con las circunstancias repeliendo el ataque bélico a que fueron sometidos…” fl.90 y 91 cdno. Pruebas.-
3.  En consecuencia, de los anteriores medios probatorios, está acreditado que el 5 de noviembre de 2000, en el municipio de Tame, Arauca, Deyanira Yanguma Montilla, falleció como consecuencia de las heridas con arma de fuego que le causaron durante un enfrentamiento entre la Policía Nacional y un subversivo del grupo guerrillero de las FARC.

Así las cosas, se encuentra acreditada la existencia de un daño antijurídico, consistente en la muerte de la señora Yanguma Montilla, frente al cual, los miembros de su familia no estaban en la obligación de soportar, toda vez que el ordenamiento jurídico no se los imponía, comoquiera que la vida es un derecho fundamental inviolable conforme al lineamiento del artículo 11 de la Constitución.

En efecto, la antijuricidad del daño va encaminada a que no sólo se constate la materialidad y certidumbre de una lesión a un bien o interés amparado por la ley, sino que, precisamente, se determine que la vulneración o afectación de ese derecho contravenga el ordenamiento jurídico, en tanto no exista el deber jurídico de tolerarlo. 

En el caso concreto, se tiene que el daño padecido por los demandantes, es antijurídico, puesto que, se trata de un detrimento que el ordenamiento jurídico no los obliga a soportar. 
Ahora bien, de los escasos medios probatorios allegados al proceso, se tienen por acreditados dos hechos de forma independiente; a saber, (i) un enfrentamiento armado entre miembros de la fuerza pública y grupos insurgentes, y (ii) un civil muerto por herida de bala, en su casa de habitación, quien trató de huir en el momento del tiroteo. 

Así las cosas, está plenamente demostrado que en el sitio donde murió la señora Deyanira Yanguma se presentó un enfrentamiento armado, con ráfagas de fusil, lo que permite inferir que las heridas mortales fueron ocasionadas por una bala de fusil de las disparadas en el enfrentamiento del 5 de noviembre de 2000, en el municipio de Tame, Arauca, es decir, hay una conexión cierta entre la acción de la fuerza pública, al repeler el ataque guerrillero, y la muerte de Deyanira Yanguma Montilla, quien debió soportar una carga desigual con respecto al resto de los ciudadanos. Entre otras cosas, del caudal probatorio no se observa como posible ninguna otra causa que haya tenido como efecto la muerte violenta de la señora Yanguma.  

Así las cosas, se tiene que los hechos narrados en la demanda y demostrados en el proceso son propios de los eventos del daño especial, cuyo fundamento se encuentra en la equidad y en la solidaridad, surgiendo así, la obligación de reparar los daños que tienen la característica de ser anormales y excepcionales, y que los ciudadanos no tienen la obligación de soportar en cuanto se les impone una carga desigual.
En el presente caso, se itera, la responsabilidad deviene de la aplicación de la teoría del daño especial, régimen de imputación que pone acento en la lesión entendida en su sentido técnico jurídico sufrida por la víctima, la cual debe ser preservada frente al perjuicio no buscado, no querido, ni tampoco merecido
. Esta teoría, con fuerte basamento en la equidad, la igualdad y la solidaridad, se enmarca dentro de los factores objetivos con los que se ha enriquecido el catálogo de títulos de imputación al Estado
.

La Sección Tercera de esta Corporación, ha aplicado este título de imputación, en los siguientes términos: 
“(…) el daño especial ha sido el sustento para declarar la responsabilidad del Estado en eventos de escasa ocurrencia que van desde el ya conocido cierre del diario el Siglo
, la liquidación de un banco, la retención de un vehículo que transportaba sulfato de potasio por creer que era un insumo para la fabricación de estupefacientes
 o el daño a una aeronave que había sido secuestrada por miembros de un grupo guerrillero
; hasta eventos muy similares al que ahora ocupa a la Sala, verbigracia, enfrentamientos entre el ejército y la guerrilla en un área urbana de la ciudad de Cali
, el ataque bélico de un grupo guerrillero contra el cuartel de la policía de la población de Herrera, departamento del Tolima
, o la muerte de un joven en un enfrentamiento entre guerrilla y ejército, sin claridad acerca de la autoría de la muerte
.

“El daño especial ha sido entendido como un título de imputación de aplicación excepcional, que parte de la imposibilidad de resarcir un daño claramente antijurídico con fundamento en un régimen subjetivo de responsabilidad. En este sentido, resulta valiosa la referencia que nos aporta la jurisprudencia de esta Corporación al decir:

“Esta teoría se aplica de manera excepcional y por equidad, precisamente porque es subsidiaria, de modo que ha de recurrirse a ella tan sólo en eventos en los que el caso concreto examinado no logre su encasillamiento dentro de los otros regímenes de responsabilidad y se aprecie por el sentenciador que esa ausencia de tipicidad, si así puede decirse, comporta vulneración injustificada del principio de equidad.”

“Aunque la situación a partir de la Constitución de 1991 ha cambiado radicalmente, el aparte trascrito resulta especialmente esclarecedor de los elementos que soportan la teoría del daño especial, ya que el mismo resalta claramente el papel que dentro del razonamiento jurídico realizado por el juez juega el principio de equidad. Es éste, y no otro elemento, el que conduce al juez a la convicción de que el daño que se causó es por esencia antijurídico; y que, por consiguiente, si no se encuentra fundamento a la reparación del mismo en la falla del servicio, debe buscarse en otro de los posibles regímenes de responsabilidad estatal.

“Lo dicho no debe entenderse como un reducto de arbitrariedad del juez, fruto exclusivo de su personal idea de justicia. Por el contrario, este tipo de razonamiento es el que se exige de todos y cada uno de los operadores jurídicos, quienes al momento de aplicar la ley deben permear su interpretación con los principios constitucionales vigentes dentro del sistema jurídico
, sobre todo a partir de la entrada en rigor de la nueva Constitución, norma que incorpora los valores y principios como un elemento axial dentro de su estructura, algo que debe reflejarse en la concepción del derecho que tengan los operadores jurídicos que funcionan dentro del sistema.

“Lo expresado anteriormente se encuentra en sintonía con el entendimiento que ha presentado la Corte Constitucional, que al respecto consagró 

“la equidad –al  hacer parte de ese momento de aplicación de la ley al caso concreto- permite una graduación atemperada en la distribución de cargas y beneficios a las partes.  En este sentido, el operador, al decidir, tiene en cuenta no las prescripciones legales, sino los efectos concretos de su decisión entre las partes.”
 (Subrayado dentro del texto de la sentencia)

“Esta es, precisamente, la esencia del daño especial, la injusticia material que se derivaría de seguir otro parámetro de responsabilidad estatal en un caso concreto, situación que impone sobre los hombros del juez el deber de excepcionar la aplicación del régimen general con el objeto de dejar actuar la justicia material que de sentido al Estado Social de Derecho.

“Esta aproximación sirve para reforzar la idea de que la equidad en ningún momento debe entenderse como consecuencia del arbitrio judicial; por el contrario, se trata de el uso de la discrecionalidad que permite –e incluso, en algunos casos exige- el ordenamiento para eventos en que la vía excepcional es la que cumple con el valor de justicia material que se busca
.

“(…) De manera que la actuación en equidad se refiere a una particular decisión del juez, que excepciona la aplicación de la regla general en virtud a que sus resultados se denotan ante él como lejanos a la idea de justicia que se quiere desarrollar. Y precisamente, esta es la filosofía que ha inspirado a la jurisprudencia en los casos de aplicación del daño especial, la cual inició su desarrolló con la idea de evitar que la inexistencia de falla en el servicio conllevara a la consolidación de situaciones con un claro desequilibrio en las cargas que debían soportar los administrados.

“Como se anotó, la justicia material se concreta en los casos de daño especial en el objetivo de reequilibrar la asunción de cargas públicas, en virtud  a que el perjuicio sufrido presenta características de  excepcional y anormal. En otras palabras es un perjuicio que, desde la perspectiva del principio de igualdad frente a las cargas públicas, resulta considerablemente superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón del ejercicio de los poderes de actuación con que cuenta la administración.”

De allí que, en el caso sub examine el título de imputación es el daño especial, el cual se fundamenta en valores y principios constitucionales que han sido aplicados en reiteradas ocasiones por la jurisprudencia de esta Corporación.

Ahora bien, toda vez que se le causó un daño antijurídico a la víctima y a sus familiares que no estaban en obligación de soportar, pues se les impuso una carga desigual respecto de la que asumen comúnmente los ciudadanos que se encuentran en su situación, se debe establecer si quienes acudieron a este proceso en condición de demandantes, tienen o no legitimación para reclamar los perjuicios con motivo de la muerte de Deyanira Yanguma Montilla.
Luis Enrique, Sebastián y Héctor Alirio Yanguma Montilla, en el libelo demandatorio manifestaron ser los hermanos de Deyanira Yanguma Montilla, y para el efecto, aportaron copias auténticas de las partidas de bautismo de la Diócesis del Espinal, Parroquia María Auxiliadora. En relación con estos documentos, se advierte, que ellos dan cuenta de que los nacimientos ocurrieron el 30 de julio de 1952; 10 de agosto de 1957 y 29 de enero de 1960, respectivamente, fechas en las que estaba vigente la Ley 92 de 1938
, que estableció la posibilidad de suplir la falta de la prueba principal del nacimiento, -registro civil-, con pruebas supletorias como la partida de bautismo; declaraciones de testigos relacionadas con los hechos constitutivos del estado civil o en su defecto, por la notoria posesión del estado civil
.  
Posteriormente a la normativa señalada, se expidió el Decreto 1260 de 1970, estatuto del registro del estado civil de las personas, y allí se determinó, en el artículo 105, que: “Los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas ocurridos con posterioridad a la vigencia de la ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos”. Por tal razón, es posible que la prueba de los nacimientos anteriores a la vigencia del Decreto 1260, sea el folio del registro civil de nacimiento o la partida de bautismo, de allí que, como en el caso concreto las partidas de bautismo son del 30 de julio de 1952; 10 de agosto de 1957 y 29 de enero de 1960, respectivamente, se aplica el supuesto del artículo 19 de la ley 92 de 1938, teniendo por probada la calidad en la que acuden al proceso los señores Luis Enrique, Sebastián y Héctor Alirio Yanguma Montilla. 
En relación con el perjuicio moral, la Sala de manera reiterada
 ha señalado que este tipo de daño se presume
 en los grados de parentesco cercanos, puesto que la familia constituye el eje central de la sociedad en los términos definidos en el artículo 42 de la Carta Política. De allí que, el juez no puede desconocer la regla de la experiencia que señala que el núcleo familiar cercano se aflige o acongoja con los daños irrogados a uno de sus miembros, lo cual es constitutivo de un perjuicio moral. En ese orden de ideas, habrá lugar a reconocer, vía presunción de aflicción, perjuicios morales a favor de los demandantes quienes ostentan la condición de hermanos de la víctima, de conformidad las partidas de bautismo, obrantes de folios 30 a 32 del cuaderno No. 1. 
En ese sentido, un representante de la más excelsa doctrina nacional sobre la materia, precisó respecto del concepto de familia lo siguiente: 

“Porque en la Constitución de 1991, más claramente que en el Código Civil, la familia no es un producto necesariamente surgido de manifestaciones afectivas. Es un producto y es una institución en donde está clara una visión de solidaridad entre seres humanos y una visión de solidaridad que adquiere todo su sentido, sobre todo frente a los niños, porque los niños tienen el derecho fundamental y prevalente a tener una familia. Tienen ese derecho fundamental y prevalente por encima de las coyunturas en los afectos de sus padres… Aquí viene a ponerse de presente, como la concepción de familia de la Constitución de 1991, es una concepción solidarista – no individualista–. No depende del íntimo querer del marido y mujer o, de hombre y mujer. Depende de lo que exija esa realidad social de la familia. Los conflictos son importantes, muestran desacuerdos, malformaciones, a veces hasta patologías, pero no son los límites a la existencia de esa unidad familiar.”
 

Así las cosas, se accederá a los requerimientos deprecados en la demanda, motivo por el que los perjuicios morales serán decretados, previa aclaración de que conforme a lo expresado en sentencia del 6 de septiembre de 2001, se ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral, y ha considerado que la valoración del mismo debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio y con apoyo en el arbitrio juris, y ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado
. 

Así las cosas, como en el sub judice la demandada no desvirtuó la presunción de aflicción, habrá que decretar el perjuicio solicitado, según el arbitrio judicial, para lo cual es imprescindible tener en cuenta la naturaleza y la gravedad de la lesión, razón por la cual se asignarán los porcentajes, para cada uno de los demandantes, en los valores que se indican a continuación: 
	Luis Enrique Yanguma Montilla (hermano)
	50 SMMLV

	Sebastián Yanguma Montilla (hermano)
	50 SMMLV

	Héctor Alirio Yanguma Montilla (hermano)
	50 SMMLV


En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

REVÓCASE la sentencia del 20 de mayo de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, y en su lugar, se decide:

1) Declárase patrimonialmente responsable a la Nación -Ministerio de Defensa-Policía Nacional-, por la muerte de Deyanira Yanguma Montilla. 
2) Condénase a la Nación-Ministerio de Defensa –Policía Nacional-, a pagar, por perjuicios morales a Luis Enrique, Sebastián y Héctor Alirio Yanguma Montilla, la suma equivalente en pesos a cincuenta (50) SMLMV, a cada uno de ellos.

3) Niegánse las demás pretensiones de la demanda.  

4) Dése cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.
5) En firme esta providencia vuelva el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ENRIQUE GIL BOTERO

Presidente

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ         JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA  

Salvó voto                                                Aclaró voto

ACLARACIÓN DE VOTO DEL CONSEJERO JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
ACLARACIÓN DE VOTO / DEMOSTRACIÓN DE ESTADO CIVIL / INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO CIVIL / PRUEBA DEL ESTADO CIVIL / REGISTRO CIVIL / VALOR PROBATORIO DEL REGISTRO CIVIL / GRADO DE PARENTESCO / CLASES DE REGISTRO DEL ESTADO CIVIL / REGISTRO CIVIL DE DEFUNCIÓN / REGISTRO CIVIL DE MATRIMONIO / REGISTRO DE NACIMIENTO / APLICACIÓN DE LA LEY PROCESAL / OBLIGATORIEDAD DE LA LEY PROCESAL
[M]e permito aclarar lo referente a la prueba necesaria para acreditar el estado civil de las personas, para así demostrar, dentro de los procesos contenciosos de responsabilidad del Estado, la calidad que invocan, máxime cuando se trata de definir el parentesco de los demandantes. Tal ejercicio se realiza con el ánimo de aclarar de manera concreta cuál es el mecanismo idóneo para ello, teniendo en cuenta la normatividad vigente al momento de la presentación de la demanda, caso en el cual, se debe efectuar un examen juicioso de las disposiciones contenidas en el Decreto 1260 de 1970 que regula el registro civil de las personas. (...) De todo lo anterior puede concluirse entonces que a partir de lo establecido en el Decreto 1260 de 1970 la prueba del estado civil y la acreditación del parentesco y de las demás situaciones jurídicas que de él se deriven deberá efectuarse con la copia auténtica del folio de registro civil que corresponda, es decir, nacimiento, matrimonio o defunción, y las anotaciones en ellos contenidas. Lo anterior se sustenta en que el Estatuto previó que ninguno de los hechos, actos y providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetos a registro, hagan fe en proceso ni ante ninguna autoridad, empleado a funcionario público, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto en la descrita normatividad. Entonces, independientemente si el nacimiento, matrimonio o defunción se produjo antes o durante la ley 92 de 1938 o con posterioridad a ella, lo cierto es que el estado civil de una persona y su consecuente acreditación del parentesco en los casos de responsabilidad del Estado debe acreditarse únicamente con lo establecido en el Decreto 1260 de 1970, esto es, con la copia auténtica del folio de registro civil que corresponda. Por lo tanto, la prueba idónea, pertinente y conducente del estado civil de las personas y de las situaciones jurídicas que de él se deriven se halla en el correspondiente registro civil, so pena de rechazo in limine de otros medios probatorio allegados al proceso. Este postulado no puede ser desconocido, en tanto que las normas procesales son de derecho público y de orden público y, en consecuencia, de imperativo u obligatorio cumplimiento.
FUENTE FORMAL: DECRETO LEY 1260 DE 1970 / LEY 92 DE 1938
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN C
Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO

Bogotá D. C., veintiséis (26) de marzo de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 07001-23-31-000-2002-00135-01(27951)

Actor: LUIS ENRIQUE YANGUMA MONTILLA Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (ACLARACIÓN DE VOTO)
ACLARACIÓN DE VOTO 

Con el respeto y consideración acostumbrada, aunque compartí la decisión adoptada en sentencia de 26 de marzo de 2014, me permito aclarar lo referente a la prueba necesaria para acreditar el estado civil de las personas, para así demostrar, dentro de los procesos contenciosos de responsabilidad del Estado, la calidad que invocan, máxime cuando se trata de definir el parentesco de los demandantes. 

Tal ejercicio se realiza con el ánimo de aclarar de manera concreta cuál es el mecanismo idóneo para ello, teniendo en cuenta la normatividad vigente al momento de la presentación de la demanda, caso en el cual, se debe efectuar un examen juicioso de las disposiciones contenidas en el Decreto 1260 de 1970 que regula el registro civil de las personas. 

En la providencia que se aclara se sostuvo que 

“Luís Enrique, Sebastián y Héctor Alirio Yanguma Montilla, en el límelo demandatorio manifestaron ser los hermanos de Deyanira Yanguma Montilla, y para el efecto, aportaron copias auténticas de las partidas de bautismo de la Diócesis del Espinal, Parroquia María Auxiliadora. En relación con estos documentos, se advierte, que ellos dan cuenta de que los nacimientos ocurrieron el 30 de julio de 1952; 10 de agosto de 1957 y 29 de enero de 1960, respectivamente, fechas en la que estaba vigente la Ley 92 de 1938, que estableció la posibilidad de suplir la falta de la prueba principal del nacimiento, - registro civil-, con pruebas supletorias como la partida de bautismo; declaraciones de testigos relacionados con los hechos constitutivos del estado civil o en su defecto, por la notoria posesión del estado civil.     

Posteriormente a la normatividad señalada, se expidió el Decreto 1260 de 1970 (…) y allí se determinó, en el artículo 105, que “Los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas ocurridos con posterioridad a la vigencia de la ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos”. Por tal razón, es posible que la prueba de los nacimientos anteriores a la vigencia del Decreto 1260, sea el folio del registro civil de nacimiento o la partida de bautismo, de allí que, como en el caso concreto las partidas de bautismo son del 30  julio de 1952; 10 de agosto de 1957 y 29 de enero de 1960, respectivamente, se aplica el supuesto del artículo 19 de la ley 92 de 1938, teniendo como probada la calidad en la que acuden al proceso los señores Luís Enrique, Sebastián y Héctor Alirio Yanguma Montilla “. (Páginas 13 y 14 de la sentencia) 

Lo anterior implicó que, con base en los certificados de bautismo allegados dentro del proceso y en aplicación de la normatividad vigente al momento del nacimiento, para este caso la ley 92 de 1938, le dieron validez a dichos documentos para así acreditar la calidad que invocaron los demandantes.

La prueba del estado civil y la acreditación de las situaciones jurídicas que de él se deriven, tales como el parentesco, corresponde únicamente al registro civil que corresponda, según sea el hecho o acto objeto de inscripción. 

En este sentido el precedente de la Sala ha sostenido: 

“En vigencia del artículo 347
 del C.C., y la Ley 57 de 1887
, el estado civil respecto de personas bautizadas, casadas o fallecidas en el seno de la Iglesia, se acreditaba con los documentos tomados del registro del estado civil, o con las certificaciones expedidas por los curas párrocos, pruebas que, en todo caso, tenían el carácter de principales. Para aquellas personas que no pertenecían a la Iglesia Católica, la única prueba principal era la tomada del registro del estado civil
. 

Con la entrada en vigencia de la Ley 92 de 1.938 se estableció la  posibilidad de suplir la falta de las pruebas principales por supletorias. Para acudir a éstas últimas, era necesario demostrar la falta de las primeras. Esta demostración consistía en una certificación sobre la inexistencia de la prueba principal, expedida por el funcionario encargado del registro civil, que lo era el notario, y a falta de éste, el  alcalde. 

Por su parte, el Decreto 1260 de 1.970 estableció como prueba única para acreditar el estado civil de las personas, el registro civil de nacimiento”

En el sub judice, según la partida de bautismo de Eleusepio Edison Lozano Viera, éste nació el 2 de octubre de 1938, esto es en vigencia la Ley 92 de 1938, la cual entró a regir el 26 de mayo de ese año; es decir, la partida de bautismo aludida tiene el carácter de prueba supletoria. Sin embargo, no obra prueba alguna en el plenario que acredite la ausencia de la prueba principal, de suerte que el documento aludido no resulta suficiente en este caso para acreditar el parentesco con la víctima, según las normas atrás citadas”.

Con base en lo anterior, se puede concluir que analizando la fecha de nacimiento, o de un cambio en el estado civil de la persona o la muerte de ella, (sea que aquella persona se encontraba bajo el seno de la iglesia católica o no) y adicionalmente la normatividad aplicable para el momento del nacimiento, matrimonio o defunción, se aplicaba la normatividad vigente para el caso.  
Por otra parte, en reciente jurisprudencia la Sala dijo: 

“Sobre el particular, al ocuparse de regular los asuntos atinentes a las “PRUEBAS DEL ESTADO CIVIL”, el Decreto - ley 1260 de 1970, en su artículo 105, determina: “Artículo 105.- Los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas, ocurridos con posterioridad a la vigencia de la ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos. En caso de pérdida o destrucción de ellos, los hechos y actos se probarán con las actas o los folios reconstruidos o con el folio resultante de la nueva inscripción, conforme a lo dispuesto en el artículo 100”. 

Para eliminar cualquier duda en relación con el alcance y el carácter imperativo de la norma transcrita, el mismo estatuto en cita determina, a la altura de su artículo 106: “Artículo 106.- Ninguno de los hechos, actos y providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetos a registro, hace fe en proceso ni ante ninguna autoridad, empleado o funcionario público, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto en la presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos para cuya demostración no se requiera legalmente la formalidad del registro”. 

Sobre el punto, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de esta Corporación, en sentencia del 22 de enero del 2008, señaló: “Así pues, cuando el estado civil se aduce como fuente de  derechos y de obligaciones (artículo 1° Decreto 1260 de 1970) es necesario acudir a su régimen probatorio establecido en los artículos 101 y siguientes del Decreto 1260 de 1970”.  Con fundamento en lo anterior puede concluirse entonces que el registro civil de nacimiento constituye el documento idóneo para acreditar de manera idónea, eficaz y suficiente la relación de parentesco con los progenitores de una persona, comoquiera que la información consignada en dicho documento público ha sido previamente suministrada por las personas autorizadas y con el procedimiento establecido para tal efecto”
. 

Dicho lo anterior, queda claro que a partir de la vigencia del Decreto Ley 1260 de 1970, el cual entró a regir en la fecha de su promulgación, esto es, el 5 de agosto de ese año, el hecho o acto del cual se derive el parentesco o vinculo jurídico alegado, circunscribe su prueba, únicamente, a la copia auténtica del folio de registro civil que corresponda, es decir, nacimiento, matrimonio o defunción, así como los demás actos que en cada uno de estos se inscriben.  

Lo anterior se sostiene por disposición expresa del artículo 105 ibídem, según el cual “los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas ocurridos con posterioridad a la vigencia de la ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos”, obligatoriedad frente a la cual la misma normatividad previó el procedimiento a seguir en casos de ausencia, pérdida o destrucción del respectivo folio
.    

En este sentido, el Decreto Ley 1260 de 1970 – Estatuto del Registro del Estado Civil de las Personas, determinó que el estado civil de una persona es su situación jurídica en la familia y la sociedad, de donde se desprende su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, siendo indivisible, indisponible e imprescriptible, y su asignación corresponde a la ley
. 

En ataño la Corte Constitucional ha sostenido: 

“El artículo 14 de la Constitución establece que "toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica". Con ello, el ordenamiento reconoce en la persona humana, por el sólo hecho de existir, ciertos atributos jurídicos que se estiman inseparables de ella.

Uno de tales atributos es, precisamente, el estado civil de la persona, pues de todo ser humano puede decirse si es mayor o menor de edad, soltero o casado, hijo legítimo o extramatrimonial, etc.

El estado civil lo constituyen entonces un conjunto de condiciones jurídicas inherentes a la persona, que la identifican y diferencian de las demás, y que la hacen sujeto de determinados derechos y obligaciones.

Dada la importancia de las calidades civiles de una persona, su constitución y prueba se realiza mediante inscripción en el registro civil. El régimen que regula todo lo concerniente al registro, está contenido en el Decreto 1260 de 1970.
Con relación a su origen, dijo la normatividad ibídem, que esta situación jurídica de la persona se deriva de los hechos
, actos y providencias que lo determinan y de la calificación legal que de ellos se haga
, todo lo cual, debe constar en el registro del estado civil
, para cuyo efecto, mediante el citado Estatuto, el legislador reglamentó lo concerniente al registro del estado civil de los colombianos y a las inscripciones que allí deben efectuarse; así, previó que están sujetos a registro los hechos y los actos relativos al estado civil de las personas, dentro de los cuales incluyó, de manera especial, los nacimientos, los matrimonios y las defunciones
, inscripciones que sólo son válidas cuando cumplen con el lleno de los requisitos legales
.

Es así que la señalada normatividad reglamentó todo lo relacionado al registro del estado civil de las personas, consagró un único modo de hacer el registro, los requisitos y elementos que cada uno de ellos debe contener, la autoridad competente y las exigencias legales que dicha autoridad debe verificar. 

En este sentido, el funcionario encargado de llevar el registro del estado civil de las personas, es quien verifica el cumplimiento de los requisitos y solemnidades legales, contenidas en el aludido régimen, y formaliza la inscripción de los hechos y actos pertinentes, razón de más para que el ordenamiento haya previsto como prueba idónea del estado civil de las personas y de las situaciones que de él se derivan, la copia auténtica del folio contentivo de la inscripción o la certificación que estos funcionarios expidan, con fundamento en dicho folio; documentos que, por lo anterior, gozan de la presunción de autenticidad y pureza de las inscripciones allí contenidas
.

En resumen, en el ordenamiento civil colombiano la prueba del estado civil, y de las situaciones que emanen de él, está circunscrita a la copia auténtica del correspondiente folio o al certificado que con base en él expidan
 los funcionarios encargados de llevar el registro del estado civil y la oficina central
, es más, el mismo Estatuto previó que ninguno de los hechos, actos y providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetos a registro, hagan fe en proceso ni ante ninguna autoridad, empleado a funcionario público, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto en la descrita  normatividad
.
Así las cosas, debe entenderse que el legislador, atendiendo al carácter de orden público que encarnan los aspectos concernientes al estado civil de las personas, estableció frente a su prueba y la acreditación de las situaciones jurídicas que de él se deriven, una solemnidad consistente en allegar la copia auténtica del folio que corresponda o el certificado que contenga los elementos esenciales de la inscripción respectiva y los de aquella de cuya prueba se trate, revistiendo, además, a tales documentos del carácter de instrumento público
. 

Al respecto, el legislador dispuso que el registro es público, así como las copias y certificados que con base en ellos se expidan, es decir, la ley adjudicó a tales documentos la naturaleza de instrumento público, frente a lo cual resulta obligatorio prever que, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 251 del C.P.C., el documento público es el otorgado por el funcionario público en ejercicio de su cargo o con su intervención. De manera que la prueba exigida mediante documento público no puede ser reemplazada por otra y mucho menos por un documento privado, es decir por aquel que no reúne los requisitos legalmente establecidos con relación al documento público. 

Visto lo anterior, es dable entender que el Estatuto del Registro del Estado Civil de las Personas señaló cómo se prueba el estado civil y las situaciones que de él se deriven, de las cuales, a su vez, se desprenden los derechos u obligaciones aducidas en proceso judicial. 

Habrá de anotarse, entonces, en cuanto a las diferentes funciones que cumple la inscripción en la oficina de registro que aun cuando dicha inscripción puede tener efectos constitutivos
 o declarativos
, ella siempre tendrá la función de publicidad y oponibilidad, en razón a lo cual los artículos 106 y 107 del Decreto Ley 1260 de 1970 determinaron: 

“Art.  106.-  Ninguno  de los hechos,  actos  o  providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetas a  registro,  hace  fe  en proceso  ni  ante  ninguna  autoridad, empleado  o  funcionario  público,  si  no  ha  sido  inscrito  y registrado  en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto  en la  presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos  para  cuya demostración   no  se  requiera  legalmente  la  formalidad   del registro.

Art.   107.-  Por  regla  general  ningún  hecho, acto o providencia  relativos  al  estado civil o la  capacidad  de  las personas,  y  sujeto  a  registro,  surtirá  efecto  respecto  de terceros, sino desde la fecha del registro o inscripción”.  

Entonces, encontramos que por disposición legal es el registro el que dota de publicidad, oponibilidad y valor probatorio los hechos y actos sometidos a él; de forma que se trata de un régimen de tarifa legal, ya que no dispuso la norma que el estado civil y las situaciones derivadas de él se prueben por los medios establecidos en el procedimiento civil general sino que, en atención a su especialidad, deben probarse mediante copia auténtica del respectivo folio de registro civil o los certificados que con base en él expida el funcionario competente. 

Al respecto, resulta importante diferenciar lo que el profesor Antonio Rocha Alvira denominó prueba social y prueba jurídica:  

“Es obvio que haya diferencia entre la prueba social y la prueba jurídica, dadas las sanciones o consecuencias que el derecho establece si se da o no se da la prueba del hecho o del acto jurídico, verbi gratia la cosa juzgada, que socialmente no existe. En sentido legal la prueba no es una demostración cualquiera, sino a través de ciertos medios y procedimientos que la ley del proceso prescribe, con mayor o menor severidad según los varios pueblos. Por ejemplo, el matrimonio y la filiación legitima se admiten socialmente como ciertos por el sólo asentimiento de las gentes del lugar,  con base en testimonios y referencias más o menos lejanas e indirectas; pero legalmente el matrimonio y la filiación exigen prueba técnica: las actas de estado civil (…). El individuo se contenta con el asentimiento informal, más el juez no apoyará su sentencia sino por los caminos y modos que prevé la ley. Inclusive en sistemas probatorios que no son de tarifa legal sino de libre convicción, el del jurado, la aducción de la prueba está sujeta a ciertos ritos y tiempo”
. 

Dicho lo anterior, debe hacerse referencia a los criterios que deben observar los medios probatorios, dentro de los cuales se hallan el principio de la pertinencia e idoneidad de la prueba y el principio de la conducencia. 

En cuanto al principio de idoneidad y pertinencia del medio probatorio, el profesor Hernando Devis Echandía, enseñó: 


“puede decirse que este representa una limitación al principio de libertad de la prueba, pero es igualmente necesario, pues significa que el tiempo y el trabajo de los funcionarios judiciales y de las partes en esta etapa del proceso no debe perderse en la recepción de medios que por sí mismos o por su contenido no sirvan en absoluto para fines propuestos y aparezcan claramente improcedentes e inidóneos. De esa manera, se contribuye a la concentración y a la eficacia procesal de la prueba. 

Como se ve, son dos requisitos complementarios e intrínsecos de la prueba. En los sistemas que consagran libertad de medios, que implica la de valoración, es decir, cuando la ley no los señala ni exige uno determinado para ciertos actos o contratos, todos serán idóneos; esta calidad se hace más importante cuando la ley procesal enumera los medios admisibles y consagra la tarifa legal para su valoración”
. 

Ahora bien, frente a la conducencia de la prueba, criterio del que se predica su inseparabilidad de la pertinencia, debe entenderse que ésta alude a la aptitud de la prueba para llevarnos a la verdad, mediante el medio probatorio que la ley dispuso para probar el hecho objeto de debate. Al respecto, el profesor Jairo Parra Quijano, sostiene:  

“(…) ambos son predicados de la prueba, solo que, la conducencia responde a la pregunta: ¿la ley me permite probar este hecho, utilizando este medio probatorio? Si la respuesta es afirmativa la prueba será conducente. Ejemplo: la ley ha dicho que sólo puedo probar la venta de inmuebles por escritura pública, la escritura pública tiene idoneidad legal (conducencia), esa es la conducencia.

La pertinencia también tiene que ver con la prueba, y "Es la capacidad, que tiene la prueba de aportar hechos que tienen que ver con el objeto de prueba" (...)".
Quizá, por haberse consagrado la libertad probatoria se ha desdibujado la diferencia entre prueba pertinente y conducente (…). Pero puede ocurrir que una prueba sea conducente (tiene idoneidad legal para probar el hecho), pero que sea impertinente porque el hecho que se pretende demostrar con esa prueba, no hace parte del objeto señalado en el proceso como plan de acción. Y puede ocurrir que una prueba sea pertinente (se trata de trasladar hechos que tienen que ver con el objeto del proceso), pero el medio que se utiliza no es idóneo, por ejemplo: se trata de saber si se vendió bien inmueble ajeno, porque eso hace parte del objeto del proceso-penal, pero se trata de probarlo por medio de testigos (la prueba testimonial es inidónea para probar ese hecho, es decir es inconducente)”.

Conclusión de lo anterior debe advertirse que la ausencia de idoneidad, conducencia y pertinencia de la prueba imposibilitan su valoración, ya que no se está frente a la prueba legal (la que señala la ley), sino social, y como lo sostuvo el profesor Rocha Alvira “ídem est non esse aut non probari”-  tanto da no probar como no tener el derecho.  

En este sentido dispuso el artículo 178 del ordenamiento procesal civil:

“Las pruebas deben ceñirse al asunto materia del proceso y el juez rechazará in limine las legalmente prohibidas o ineficaces, las que versen sobre hechos notoriamente impertinentes y las manifestaciones superfluas”.
De manera que, sólo resta atender a la imperatividad de las normas procesales, contenida en la misma codificación, en cuyo artículo 6º dispuso: 

“OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas procesales son de derecho público y orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso, podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley.

Las estipulaciones que contradigan lo dispuesto en este artículo, se tendrán por no escritas”.

De todo lo anterior puede concluirse entonces que a partir de lo establecido en el Decreto 1260 de 1970 la prueba del estado civil y la acreditación del parentesco y de las demás situaciones jurídicas que de él se deriven deberá efectuarse con la copia auténtica del folio de registro civil que corresponda, es decir, nacimiento, matrimonio o defunción, y las anotaciones en ellos contenidas. Lo anterior se sustenta en que el Estatuto previó que ninguno de los hechos, actos y providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetos a registro, hagan fe en proceso ni ante ninguna autoridad, empleado a funcionario público, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto en la descrita  normatividad.

Entonces, independientemente si el nacimiento, matrimonio o defunción se produjo antes o durante la ley 92 de 1938 o con posterioridad a ella, lo cierto es que el estado civil de una persona y su consecuente acreditación del parentesco en los casos de responsabilidad del Estado debe acreditarse únicamente con lo establecido en el Decreto 1260 de 1970, esto es, con la copia auténtica del folio de registro civil que corresponda.

Por lo tanto, la prueba idónea, pertinente y conducente del estado civil de las personas y de las situaciones jurídicas que de él se deriven se halla en el correspondiente registro civil, so pena de rechazo in limine de otros medios probatorio allegados al proceso. Este postulado no puede ser desconocido, en tanto que las normas procesales son de derecho público y de orden público y, en consecuencia, de imperativo u obligatorio cumplimiento.    

En este sentido dejo presentada mi aclaración de voto.

Fecha ut supra

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

� En la fecha de presentación de la demanda la cuantía establecida para que un proceso tuviere vocación de doble instancia era de $ 36’950.000., (2002), y la pretensión mayor individualmente considerada corresponde a los perjuicios morales, equivalentes a $ 61’800.000., resultado de multiplicar el salario mínimo de 2002 ($ 309.000), por 200, y por ser esta suma superior a la primera, la Corporación es competente para decidir el recurso de apelación.


� GARCÍA DE ENTERRÍA Eduardo y FERNÁNDEZ Tomás-Ramón, curso de derecho Administrativo, t. II, ed. Civitas, Madrid, 1999, p. 369.


� Lo expuesto es soportado por los aportes que numerosos autores han realizado al tema de la responsabilidad, de los que constituye un buen ejemplo el tratadista Vázquez Ferreyra, quien escribió: 


“Insistimos en señalar que los factores objetivos de atribución constituyen un catálogo abierto sujeto a la expansión. Por ello la mención sólo puede ser enunciativa. Al principio sólo se mencionaba el riesgo creado; un análisis posterior desprendido del perjuicio subjetivista permitió vislumbrar a la equidad y la garantía. Hoy conocemos también otros factores, como la igualdad ante las cargas públicas, que es de creación netamente jurisprudencial.” –subrayado fuera de texto-


VÁZQUEZ FERREYRA Roberto A., Responsabilidad por daños (elementos), Ed. Depalma, Buenos Aires, 1993, p. 197.


� En la ya mencionada sentencia del Consejo de Estado, de julio 27 de 1947. C.P. Gustavo A Valbuena.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 5502, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, 1º de agosto de 1991.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 6097, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, 20 de marzo de 1992.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 6110, C.P. Policarpo Castillo Dávila, sentencia de 24 de abril de 1991.


� En donde resulta especialmente enunciativo un párrafo de dicha providencia, que se trascribe “No puede perderse de vista que de no hacerse responsable a la Nación colombiana, como se enuncia en el párrafo anterior, bien, aplicando el principio de responsabilidad por daño especial, ora siguiendo las enseñanzas de quienes abogan por la responsabilidad originada en el desequilibrio o rompimiento de las cargas públicas (o desigualdad de los ciudadanos ante la ley), o, por último, como lo entiende esta Sala, según la teoría de la “lesión” al patrimonio de administrado, se desconocería la noción de equidad.”


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 7716, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, 17 de junio de 1993.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 4655, C.P. Dr. Antonio José Irisarri Restrepo, en Extractos de Jurisprudencia del consejo de Estado, primer trimestre de 1989, Tomo III, Publicaciones Caja Agraria, Bogotá, p. 249 y 250.


� Exigencia que se deriva de la idea de “sistema” del ordenamiento jurídico, es decir, de cuerpo único y armónico de normas jurídicas, que se relacionan con base en reglas de jerarquía, competencia y vigencia. Es esta la base del principio de hermenéutica conforme a la Constitución, que exige la interpretación y aplicación de las normas infraconstitucionales con armonía y estricta observancia de los preceptos constitucionales. En este sentido Corte Constitucional se ha referido al principio de interpretación de la ley conforme a la Constitución, entre otras en la sentencia C-070 de 1996 y C-038 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia C–1547 de 2000, M.P. (e): Cristina Pardo Schlesinger, demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 38 numeral 1 del Código de Procedimiento Civil.


� “Porque la equidad no es fuente del Derecho, sino medio de determinación del Derecho justo”, como sabiamente lo ha enseñado ENTRENA KLETT Carlos María, La equidad y el arte de juzgar, Ed. Aranzadi, 2ª Ed., Navarra, 1990, p. 23.


� Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, el 3 de mayo de 2007, expediente 16.696. C.P. Enrique Gil Botero.


� Por la cual se dictan algunas disposiciones sobre registro civil y cementerios.


� Artículo 18. “A partir de la vigencia de la presente ley solo tendrán el carácter de pruebas principales del estado civil respecto de los nacimientos, matrimonios, defunciones, reconocimientos y adopciones que se verifiquen con posterioridad a ella, las copias auténticas de las partidas del registro del estado civil, expedidas por los funcionarios de que trata la presente ley”. 


Artículo 19. “La falta de los respectivos documentos del estado civil podrá suplirse, en caso necesario, por otros documentos auténticos, o por las actas de partidas existentes en los libros parroquiales, extendidas por los respectivos curas párrocos, respecto de nacimientos, matrimonios o defunciones de personas bautizadas, casadas o muertas en el seno de la Iglesia católica, por declaraciones de testigos que hayan presenciado los hechos constitutivos del estado civil de que se trata, y, en defecto de estas pruebas, por la notoria posesión de ese estado civil”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera: sentencias del 15 de octubre de 2008, exp. 18586, del 13 de agosto de 2008, exp. 17042, y del 1º de octubre de 2008, exp. 27268. 


� Sobre el carácter de la presunción bajo las reglas de la experiencia el tratadista Gustavo Humberto Rodríguez manifestó: “La presunción como regla de experiencia. – La acción humana va siempre acompañada de conocimiento. El hombre conoce la realidad en la cual actúa, por medio de dos instrumentos: la experiencia y la ciencia. Con la experiencia conoce empíricamente, objetivamente, llevando por la observación a que se ve impelido por la acción. Con las ciencia sistematiza sus conocimientos, profundiza críticamente en ellos, los verifica y los explica metódicamente. El análisis empírico lo lleva a formular juicios de experiencia; el científico lo conoce a expresar juicios científicos, que serán absolutos mientras la misma ciencia no los desvirtúe. A su vez, los juicios o reglas de la experiencia, en virtud de ese carácter meramente empírico o práctico, solo expresan un conocimiento inconcluso o de probabilidad. La experiencia es un conjunto de verdades de sentido común, dentro de las cuales hay muchos grados que lindan con el científico…” (Gustavo Humberto Rodríguez. Presunciones. Pruebas Penales Colombianas Tomo II. Ed. Temis, Bogotá 1970 Pág. 127 y s.s. Quiceno Álvarez Fernando. Indicios y Presunciones. Compilación y Estractos. Editorial Jurídica Bolivariana. Reimpresión 2002 ) (negrilla de la Sala)


� ANGARITA Barón, Ciro “La familia en la nueva Constitución”, Talleres Macroregionales sobre Conciliación – Memorias, ICBF, Pág. 4 y 6.     


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646.


� “Artículo 347. Dicha calidad deberá constar en el registro del estado civil, cuyas actas serán las pruebas del respectivo estado”.  La anterior disposición fue derogada por el artículo 123 del Decreto 1260 de 1.970.


� Artículo 22. Se tendrán y admitirán como pruebas principales del estado civil, respecto de nacimientos, ó matrimonios, ó defunciones de personas bautizadas, casadas, ó muertas en el seno de la Iglesia católica, las certificaciones que con las formalidades legales expidan los respectivos sacerdotes párrocos, insertando las actas ó partidas existentes en los libros parroquiales (…)”. 


� Sentencia de 16 de julio de 2008, expediente: 15.821.


� Consejo de Estado, sentencia de 22 de abril de 2009, expediente: 16.694.


� Consejo de Estado, sentencia de 7 de abril de 2011, expediente: 20.750.


� “En caso de pérdida o destrucción de ellos, los hechos, y actos se probarán con las actas o los folios reconstruidos o con el folio resultante de la nueva inscripción conforme a lo dispuesto en el artículo 100. (Inc. 3o. Modificado. Decreto 2158 de 1970, Artículo 9º) Y en caso de falta de dichas partidas o de los folios, el funcionario competente del estado civil, previa comprobación sumaria de aquella, procederá a las inscripciones que correspondan abriendo los folios, con fundamento, en su orden: en instrumentos públicos o en copias de partidas de origen religioso, o en decisión judicial basada, ya sea en declaraciones de testigos presenciales de los hechos o actos constitutivos de estado civil de que se trate, o ya sea en la notoria posesión de ese estado civil”.





� Artículo 1° ibídem. El estado civil de una persona  es  su  situación jurídica en la familia y la sociedad, determina su capacidad para ejercer  ciertos  derechos y contraer  ciertas  obligaciones,  es indivisible,  indisponible  e imprescriptible,  y  su  asignación corresponde a la ley.


� En el hecho jurídico es aquel que se realiza sin la participación de la voluntad del hombre y que provienen básicamente de la naturaleza pero generan consecuencias jurídicas, tal es el caso de la muerte o el nacimiento. 


� Artículo 2° ibídem. El  estado civil de las personas  deriva  de  los hechos,   actos  y  providencias  que  lo  determinan  y  de la calificación legal de ellos.


� Artículo 101 ibídem. El estado civil debe constar en el registro  del estado civil. 


El  registro es público, y sus libros y tarjetas,  así  como las  copias y certificados que con base en ellos se expidan, son instrumentos públicos.  


� Artículo 5° ibídem. Los hechos y los actos relativos al estado civil de las  personas,  deben  ser inscritos en  el  competente  registro civil,  especialmente los nacimientos, reconocimientos  de  hijos naturales, legitimaciones, adopciones, alteraciones de la  patria potestad,  emancipaciones, habilitaciones de edad, matrimonios, capitulaciones matrimoniales,    interdicciones    judiciales, discernimientos de  guarda, rehabilitaciones,   nulidades   de matrimonio,  divorcios,  separaciones  de cuerpos  y  de  bienes, cambio de nombre, declaraciones de seudónimo, manifestaciones de avecindamiento,   declaraciones   de  ausencia,   defunciones   y declaraciones  de  presunción  de  muerte,  así  como  los  hijos inscritos,  con  indicación del folio y el lugar  del  respectivo registro. 


� Artículo 102 ibídem. La inscripción en el registro del estado  civil, será válida siempre que se haga con el lleno de los requisitos de ley.


� Artículo 103 ibídem. Se  presume la autenticidad  y  pureza  de  las inscripciones  hechas en debida forma en el registro  del  estado civil.  No  obstante  podrán rechazarse,  probando  la  falta  de identidad  personal,  esto es, el hecho de no ser  una  misma  la persona  a que se refiere la inscripción o los documentos en  que ésta se fundó y la persona a quien se pretende aplicar.  


� Artículo 105 ibídem. .-  Los hechos y actos relacionados con  el  estado civil de las personas, ocurridos con posteridad a la vigencia  de la  Ley 92 de 1938, se probarán con copia de  la  correspondiente partida  o  folio, o con certificados expedidos con base  en  los mismos.


� Artículo 110 ibídem. Los funcionarios encargados de llevar el registro del  estado  civil y la oficina central podrán expedir  copias  y certificados de las actas y folios que reposen en sus archivos.


No se podrán expedir copias de certificados. 


Los   certificados  contendrán,  cuando  menos,  los datos esenciales de toda inscripción y los de aquella de cuya prueba se trate.


Tanto las copias como los certificados se expedirán en papel competente y bajo la firma del funcionario que los autoriza.


� Artículo 106 ibídem. Ninguno  de los hechos,  actos  o  providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetas a  registro,  hace  fe  en proceso  ni  ante  ninguna  autoridad, empleado  o  funcionario  público,  si  no  ha  sido  inscrito  y registrado  en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto  en la  presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos  para  cuya demostración   no  se  requiera  legalmente  la  formalidad   del registro.


� “La calidad de público corresponde a cualquier documento, escrito o no, que tenga su origen en la actividad de un funcionario público en ejercicio del cargo (…) El instrumento público es una especie de documento público, que consiste en un escrito proveniente de un funcionario público en ejercicio de su cargo o autorizado por éste. Para que exista jurídicamente documento público deben cumplirse dos requisitos: 1.  Consistir en un escrito, 2. Provenir de un funcionario público en ejercicio del cargo o estar autorizado por éste”.  (DEVIS Echandía, Hernando, Teoría General de la Prueba Judicial tomo 2, primera Edición 1987. Pág. 544). 


� “la inscripción es constitutiva cuando produce el nacimiento, transmisión, modificación o extinción de los derechos reales (…). El registro es la institución que de la vida a los derechos reales mediante formas esenciales para el nacimiento de los mismos. La inscripción asume el valor de factor, elemento o requisito indispensable para que el titulo traslaticio de dominio o constitutivo produzca ese efecto. El asiento no sirve únicamente para exteriorizar la existencia de una transmisión o gravamen, sino que también concurre como un elemento esencial para que el fenómeno traslaticio o constitutivo tenga lugar en la vida jurídica. Es decir, es requisito sine qua non para que se produzca el cambio en el derecho real” ((CAICEDO Escobar, Eduardo, Derecho Inmobiliario Registral, Bogotá D.C., Editorial Temis S.A. 1997, Pág. 39-40). 


� Inscripción declarativa es “aquella que no tiene más efecto que publicar una alteración jurídica (…) que se ha producido en la vida real antes de la inscripción; ella se limita a recoger los elementos jurídicos que dan vida al derecho real, sin añadir un valor especial por sí misma. El derecho real nace y existe fuera del registro, y las inscripciones que en él se practican se refieren a derechos reales ya existentes, razón por la que carece de toda eficacia para el nacimiento, existencia y validez del mismo. La inscripción asume el valor de simple medio exteriorizador o de publicidad de una transferencia o gravamen ya operado en la realidad jurídica, no hace más que declarar un cambio jurídico patrimonial que ha ocurrido fuera del registro” (CAICEDO Escobar, Eduardo, Derecho Inmobiliario Registral, Bogotá D.C., Editorial Temis S.A. 1997, pág. 40-41).





� ROCHA ALVIRA, Antonio, De la Prueba en Derecho, Ediciones Lerner 1967, Pág. 23 y 24. 


� DEVIS Echandía, Hernando, compendio de Pruebas Judiciales, Editorial Temis, Bogotá 1969, Pág 24 y 25.  





